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CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN CUARTA

CONSEJERO PONENTE: HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS

Bogotá, D.C. siete (7) de noviembre de dos mil doce (2012)
Radicación: 
25000232700020060078901

No. Interno: 

16964

DEMANDANTE: 
CARACOL PRIMERA CADENA RADIAL COLOMBIANA S.A.
DEMANDADA: 
U.A.E. DIAN 
RENTA 2001

FALLO

La Sala decide el recurso de apelación interpuesto por la demandante contra la sentencia del 12 de septiembre de 2007, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Cuarta- Subsección “A”, que negó las pretensiones de la demanda. 

1. ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS

· El 9 de abril de 2002, CARACOL PRIMERA CADENA RADIAL COLOMBIANA S.A.
 presentó, vía electrónica, la declaración del impuesto sobre renta y complementarios correspondiente al año gravable 2001.

· El 9 de marzo de 2004, la División de Fiscalización de la Administración Especial de Impuestos de los Grandes Contribuyentes de Bogotá expidió el Requerimiento Especial No. 310632004000032, mediante el que propuso modificar el denuncio privado antes referido.

· El 31 de agosto de 2004, la División de Fiscalización de la Administración Especial de Impuestos de los Grandes Contribuyentes de Bogotá, expidió la Ampliación al Requerimiento Especial No. 310642004000008, mediante el que complementó el Requerimiento Especial No. 310632004000032 del 9 de marzo de 2004.

· El 10 de diciembre de 2004, la División de Liquidación de la Administración Especial de Impuestos de los Grandes Contribuyentes de Bogotá, mediante la Liquidación Oficial de Revisión N° 310642004000225, modificó la declaración del impuesto sobre la renta y complementarios correspondiente al año gravable 2001, presentada por la parte actora.

· El 28 de noviembre de 2005, previa interposición del recurso de reconsideración contra la liquidación oficial de revisión, la División Jurídica Tributaria de la Administración Especial de Impuestos de los Grandes Contribuyentes de Bogotá, expidió la Resolución N° 310662005000090, mediante la que confirmó el acto impugnado.

2. ANTECEDENTES PROCESALES

A) LA DEMANDA

CARACOL, a través de apoderado judicial, formuló las siguientes pretensiones:

“1. Declarar la nulidad de la Resolución Recurso de Reconsideración que confirma la N° 310662005000090 del 28 de noviembre de 2005, que resolvió el recurso de reconsideración interpuesto en la vía gubernativa y confirmó la Liquidación Oficial de Revisión N° 310642004000225 del 10 de diciembre de 2004, mediante la cual la DIAN, Administración Especial de los Grandes Contribuyentes de Bogotá D.C., modificó la declaración del impuesto sobre la renta y complementarios presentada por CARACOL, por el año gravable 2001.

2. Declarar la nulidad de la Liquidación Oficial de Revisión N° 310642004000225 del 10 de diciembre de 2004, mediante la cual la DIAN, Administración Especial de los Grandes Contribuyentes de Bogotá D.C. modificó la declaración del impuesto sobre la renta y complementarios presentada por CARACOL, por el año 2001.

3. Que como consecuencia de lo anterior, se restablezca en su derecho a mi poderdante, mediante la confirmación de los diferentes valores incluidos en la declaración de renta y complementarios presentada el 9 de abril de 2002, por el año gravable 2001.

4. Que se condene en costas a la parte demandada.”
Invocó como disposiciones violadas las siguientes:

· Constitución Política: Artículo 29.

· Estatuto Tributario: Artículos 26, 32-1, 146, 395, 703, 730, 742, 743, 744, 745, 772, 773, 774 y 777.

· Código Contencioso Administrativo: Artículo 84.

· Decreto Reglamentario 187 de 1975: Artículos 79 y 80, numerales 1º y 2º.

· Código Civil: Artículos 1497 y 1524.

Las causales de nulidad propuestas se resumen así:

PRIMER CARGO. Violación de los artículos 146 del Estatuto Tributario; 79 y 80 del Decreto Reglamentario 187 de 1975, 1497 y 1524 del Código Civil, por falta de aplicación, al no haberse aceptado la procedencia de la deducción solicitada por deudas perdidas o sin valor. 
Dijo que, la deducción que solicitó en la declaración privada del impuesto sobre la renta y complementarios correspondientes al año gravable 2001, por concepto de deudas manifiestamente perdidas por valor de $7.458.815.000, reunió los requisitos requeridos por las normas citadas como violadas.

Expuso las razones que, a su juicio, sustentaron el cumplimiento de estas condiciones así:

i) Que se pruebe la realidad de la deuda: Sostuvo que, la realidad de las deudas que originaron la deducción solicitada está demostrada con los registros contables de la empresa y los soportes oportunamente aportados, entre ellos: pagarés, registros de las deudas ante el Banco de la República y las órdenes de giro al exterior de las sumas prestadas a través de intermediarios financieros. Que, adicionalmente, se demostró que la empresa realizó el registro contable para efectuar el descargo de la deuda mediante los comprobantes de contabilidad correspondientes.

ii) Que se pruebe que se ha originado en operaciones productoras de renta: Señaló que las deudas se contrajeron en ejercicio del giro ordinario de los negocios de la empresa. Que, como dentro de las actividades que comprenden el objeto social de la compañía están las de promover, explotar, administrar y financiar empresas de radiodifusión, televisión y cinematógrafos, y que como las obligaciones se pactaron con el propósito de financiar y explotar empresas de radiodifusión y publicidad en el exterior, se demostró el cumplimiento de esta exigencia.

iii) Que la respectiva obligación se haya contraído con justa causa y a título oneroso: Sostuvo que, las deudas cuestionadas se pactaron para expandir negocios en el extranjero en desarrollo de su objeto social, lo que constituye una causa justa a la luz del artículo 1524 del Código Civil. Que, de igual forma, la onerosidad exigida también se cumplió, por cuanto del contrato de mutuo, mediante el que se pactaron las deudas, nacieron obligaciones recíprocas para las partes.

iv) Que los créditos se hayan tomado en cuenta al computar la renta declarada en años anteriores o que se trate de créditos que hayan producido rentas declaradas en tales años: Afirmó que las deudas generaron ingresos por diferencia en cambio, pues se contrajeron en moneda extranjera. Que, a su turno, esos ingresos fueron tenidos en cuenta al momento de calcular la renta declarada en los años gravables anteriores.

v) Que se haya descargado en el año o periodo gravable de que se trate, mediante abono a la cuenta incobrable y con cargo directo a pérdidas y ganancias: Alegó que realizó el registro contable exigido, y que prueba de ellos son los comprobantes de contabilidad que aportó, debidamente certificados por contador público.

vi) Que la obligación exista al momento del descargo: Sostuvo que las obligaciones existían al 31 de diciembre de 2001, fecha del descargo de las mismas, que éstas formaban parte de los estados financieros y, estaban soportadas con pagarés vigentes a esa fecha.

vii) Que existan razones para considerar la deuda manifiestamente perdida. Es decir, aquellas cuyo cobro no es posible hacer efectivo por la insolvencia de los deudores y de los fiadores, por falta de garantías reales o por cualquier otra causa que permita considerarlas como actualmente perdidas, de acuerdo con una sana practica comercial: Sostuvo que las obligaciones no contaban con garantías, pues estaban respaldadas con pagarés.

SEGUNDO CARGO. Violación de los artículos 26 y 32-1, 395 del Estatuto Tributario y 80, numerales 1º y 2º del Decreto Reglamentario 187 de 1975, por falta de aplicación, al no aceptar que la diferencia en cambio originada en las deudas implicaba el cumplimiento de las exigencias de que éstas se hubieran contraído a título oneroso y que hubieran generado rentas declaradas en años anteriores.
Sostuvo que, cuando un contribuyente posee créditos en moneda extranjera, la diferencia en cambio originada en dichos activos constituye un ingreso que debe incorporarse, junto con los demás ingresos, a la base gravable del impuesto sobre la renta del respectivo ejercicio. 

Dijo que la DIAN desconoció que las deudas fueron contraídas en moneda extranjera, lo que implicó que al momento de recibir el pago de dichas obligaciones, recibiera un valor mayor al inicialmente entregado como consecuencia de la diferencia en cambio. Que, por esta razón, durante los años anteriores al descargo de las deudas, la compañía declaró los ingresos por dicho concepto.

Agregó que, según lo previsto en el artículo 395 del E. T., los rendimientos financieros constituyen un ingreso gravado con el impuesto sobre la renta y, por eso, están sometidos a retención en la fuente. Que, además, no podía admitirse que las deudas discutidas correspondieran a un contrato de mutuo, en el que no existe una utilidad para el acreedor. 

Que, en consecuencia, por la naturaleza de la diferencia en cambio, lo correcto era afirmar que las deudas que originaron la deducción controvertida fueron contraídas a título oneroso. Esto porque, indiscutiblemente, derivaron en un beneficio para el acreedor, al tener derecho a percibir un mayor valor al inicialmente entregado en mutuo. 

TERCER CARGO. Violación de los artículos 742, 743, 744, 745, 772, 773, 774 y 777 del Estatuto Tributario, por falta de aplicación, pues los actos administrativos adoptaron decisiones sin fundamento en las pruebas allegadas, y con desconocimiento del principio tributario de resolver las dudas a favor del contribuyente.
Dijo que, pese a las pruebas que allegó en la discusión administrativa, la Administración desconoció los hechos plenamente demostrados y desechó el valor probatorio que la ley le otorga a la contabilidad y a los certificados de contador público.

CUARTO CARGO. Violación de los artículos 84 del Código Contencioso Administrativo y 730 del Estatuto Tributario por cuanto incurrió en indebida motivación al considerar que la suma discutida era de US$1.710.455,93, aceptar que estaba demostrado el valor de US$1.54.000,32 y al rechazar la totalidad de la deducción solicitada.
Afirmó que, tanto la liquidación oficial de revisión como la resolución que resolvió el recurso de reconsideración estaban falsamente motivados, razón suficiente para declarar su nulidad. Lo anterior, en la medida en que no fueron congruentes los motivos de dichos actos administrativos con la decisión de rechazar la totalidad de la deducción por concepto de deudas manifiestamente perdidas y sin valor.

Señaló que en la liquidación oficial se aceptó expresamente que estaba probada la existencia de deudas por valor de US$1.545.000,32, sin embargo, discutió la procedencia de $1.710.455,93 y, rechazó la totalidad de la deducción, 

QUINTO CARGO. Violación del derecho al  debido proceso, contemplado en los artículos 29 de la Constitución Política y 730 del Estatuto Tributario, al no aducir explicación o razón para considerar que la deuda no se originó en operaciones productoras de renta de la empresa, tal como lo exige el artículo 703 ibídem.
Dijo que la Administración no explicó ni dio razón alguna de por qué infirió que la deuda deducida no se originó en operaciones productoras de renta de la empresa. Que puso en evidencia una deficiencia sustancial del acto administrativo que dio lugar a una vulneración del artículo 703 del E. T., que señala que el requerimiento especial debe contener todos los puntos que se proponga modificar, con las explicaciones de las razones en que se sustenta, so pena de que se constituya causal para decretar la nulidad del los actos demandados. 

B) CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

La DIAN se opuso a las pretensiones de la demanda. Dijo que no era cierto que se hubiera quebrantado el principio de correspondencia que debe existir entre el requerimiento especial y la liquidación de revisión, y entre los motivos expuestos y la decisión adoptada en el acto administrativo, según lo previsto en el artículo 711 del E. T. Resaltó que el hecho económico cuestionado a lo largo de toda la actuación fue la procedencia de la deducción por deudas manifiestamente perdidas o sin valor.

Señaló que, tampoco era cierto que la Administración hubiera aceptado parcialmente la procedencia de la deducción de las deudas en controversia y luego las hubiera rechazado en su totalidad. Que, por el contrario, tal y como se evidencia en los actos administrativos demandados, la parte actora, inicialmente, suministró los soportes de las obligaciones por cuantía de US$1.545.000,32 y, con ocasión de la respuesta a la ampliación al requerimiento especial aportó las pruebas que justificaron los US$1.710.544,93 restantes.

Sostuvo que para que una deuda pueda ser deducida, debe cumplirse la totalidad de los requisitos exigidos por los artículos 146 del E. T. y 79 y 80 del Decreto 187 de 1975, a saber: 

· Que la respectiva obligación se haya contraído con justa causa y a título oneroso.

· Que se hayan tomado en cuenta al computar la renta declarada en los años anteriores o que se trate de créditos que hayan producido rentas declaradas en tales años.

· Que se haya descargado en el año o periodo gravable de que se trata, mediante abono a la cuenta de incobrables y cargo directa a pérdidas y ganancias.

· Que la obligación exista al momento del descargo. 

· Que existan razones para considerar la deuda como manifiestamente perdida o sin valor, es decir, que no fue posible hacer efectivo su cobro.

Manifestó que, en el caso, la parte actora no acreditó la existencia de la deuda al momento de su descargo, pues las pruebas que aportó no llevaron al convencimiento de su existencia, tal y como lo corroboró la ausencia de formularios de registro ante el Banco de la República que contuvieran los cambios en la condiciones de los créditos.

Sobre si la deuda era manifiestamente perdida o sin valor, dijo que la parte actora no demostró que hubiera adelantado todas las diligencias necesarias para obtener el pago de las obligaciones. Citó entre algunas diligencias las de indagar sobre la situación económica del deudor, iniciar acercamientos o adelantar los procesos ejecutivos correspondientes. 

En relación con la condición de que las deudas hubieran sido contraídas con justa causa y a título oneroso, dijo que en la mayoría de los préstamos no se pactó ningún tipo de interés. Que, por el contrario, la deudora se comprometió, únicamente, a devolver la misma cantidad de dinero prestada, incluida la diferencia en cambio, ya que las obligaciones se pactaron en moneda extranjera.

Señaló que, la diferencia en cambio no implica per se onerosidad en los términos de una obligación, ya que supone el simple reconocimiento de la variación de la tasa de cambio, que se revela financieramente como un gasto o un ingreso, según sea el caso, dependiendo de la variación de las divisas.

Por último, en relación con las exigencias para reconocer la deducibilidad de una deuda, dijo que la parte actora no demostró que las obligaciones se tuvieran en cuenta para computar la renta de los años anteriores, pues las pruebas que aportó sólo sustentaron que el ingreso por la diferencia en cambio se tuvo en cuenta en los períodos anteriores.

Indicó que no se configuró la alegada violación del derecho al debido proceso, ni de los artículos 742, 772 y 777 del E. T., pues siempre se aplicaron las normas pertinentes a la deducción. Que, además, la sociedad actora tuvo la oportunidad de demostrar el cumplimiento de los requisitos que la ley contempla para hacerse acreedora a dicho beneficio, sin embargo no lo hizo.

Frente al cargo referido a la ausencia de razones en el requerimiento especial para rechazar las deducciones, sostuvo que el artículo 730 del E.T., en armonía con el artículo 84 del C.A.A., se aplica, solamente, a las liquidaciones de impuestos y a las resoluciones de recursos, más no al requerimiento especial.

Que, en todo caso, el requerimiento especial fue objeto de ampliación, el cual formó, junto con el requerimiento especial, la motivación en la que se fundó la liquidación oficial de revisión.

C) LA SENTENCIA APELADA

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Cuarta, Subsección “A”, negó la nulidad de los actos demandados en los siguientes términos: 

Dijo que  la Administración se pronunció frente a los argumentos y las pruebas que aportó la parte actora en las diferentes etapas del proceso de determinación del impuesto. Que no advirtió incongruencias entre los motivos expuestos por la DIAN y la decisión de modificar la liquidación privada. Que, por tal razón, no debía prosperar el cargo referido a la indebida motivación. 

En relación con el debate de fondo, dijo que, según el artículo 146 del E T., para que una deuda perdida sea deducible, debe demostrarse que se dio de baja en el período correspondiente, su realidad, la justificación de su descargo y que se originó en operaciones productoras de renta.
Explicó, qué se entiende por deudas manifiestamente perdidas o sin valor, según lo señalado en el artículo 79 del Decreto 187 de 1975, y los requisitos que deben acreditarse para que proceda la deducción, según lo dispuesto en el artículo 80 del decreto en cuestión.

En seguida, procedió a establecer si, en el caso concreto, se cumplieron las exigencias establecidas en las normas antes citadas, y concluyó que: 

1. Las obligaciones que la demandante imputó como deducibles no se contrajeron a título oneroso, pese a que en ellas se pactó expresamente el reconocimiento de la diferencia en cambio.

2. Las pruebas allegadas al proceso no demostraron que las deudas hubieran sido tomadas para computar la renta de los años anteriores, pues estaban referidas a la diferencia en cambio, y que como dicho ingreso se originó en actividades ajenas a las de la empresa, “no tenía la virtud de computar la renta.”

3. No se acreditó la existencia de la deuda al momento de ser descargada, pues los pagarés y comunicaciones que la parte actora aportó no acreditaron la existencia de la deuda en el momento en que se descargó. 

4. No existieron razones suficientes para considerar las deudas como manifiestamente perdida o sin valor, pues la parte actora no demostró que las acreencias no iban a ser cobradas. Que, así mismo, no se acreditó que el castigo de las deudas obedeció a una sana práctica comercial, ni se especificaron las gestiones adelantadas para obtener el pago de dichas obligaciones.

5. Concluyó que, por lo anterior, estaba demostrado que la parte actora no cumplió la totalidad de las exigencias establecidas para que las deudas pudieran ser deducibles. 

Respecto de la violación del artículo 703 del E.T., señaló que la ampliación al requerimiento especial permite no solo que se incluyan hechos y conceptos no contemplados en el requerimiento inicial, sino también una nueva determinación oficial. Que, en el presente caso, la ampliación al requerimiento especial complementó el inicialmente expedido y forma en conjunto con éste las razones que sustentaron la modificación de la liquidación privada. 

D) RECURSO DE APELACIÓN

La parte actora interpuso recurso de apelación contra la sentencia del Tribunal. Expuso los motivos de inconformidad así: 

1. Haber considerado que no prosperaba el cargo de la indebida motivación. 

Dijo que el Tribunal perdió de vista que el cargo formulado no estaba referido a la incongruencia entre los argumentos propuestos en los actos administrativos demandados y la decisión de modificar la declaración privada, sino al hecho de que la Administración aceptó deudas por valor de US$1.545.000,32, limitó la discusión a obligaciones por importe de US$1.710.455,93 y, finalmente, desconoció la totalidad de la deducción.

Que así, el Tribunal en su providencia, al igual que la DIAN, se refirió únicamente a los US$1.710.455,93 y no hizo ninguna alusión a los US$1.545.000,32 que la Administración aceptó y, de igual manera, desconoció la totalidad de la deducción. 

2. Considerar que no prosperaba el cargo de rechazo de la deducción a pesar de haberse cumplido los requisitos establecidos en la ley para su procedencia. 

Dijo que, el Tribunal descalificó la onerosidad de las deudas generadas por la diferencia en cambio a partir de una referencia inexacta al artículo 335 del E.T. Que, adicionalmente, desconoció el tratamiento fiscal que debe dársele a la diferencia en cambio originada en los créditos en moneda extranjera.

Insistió en que, si la diferencia en cambio constituye un ingreso financiero para el titular del crédito, no era acorde con su naturaleza desconocer la onerosidad de los créditos que la generaron, pues era claro que la parte actora había recibido un mayor valor al que inicialmente entregó en préstamo. 

Alegó que, fue desatinada la conclusión a la que llegó el Tribunal al señalar que las pruebas que aportó para acreditar la diferencia en cambio no demostraron que las deudas fueron tomadas para computar la renta declarada en años anteriores. Que, el Tribunal pasó por alto que con esas pruebas demostró que las deudas sí generaron rentas declaradas en los anteriores períodos.

Sostuvo que, la sociedad sí descargó en el período las deudas en cuestión mediante el abono a la cuenta de incobrables, con cargo directo a pérdidas y ganancias.

Reiteró que, existían razones suficientes para considerar las deudas como manifiestamente perdidas o sin valor, pues desde la vía gubernativa demostró que las deudas sólo se encontraban garantizadas con pagarés.

3. Considerar que no prosperaba el cargo de violación al artículo 703 del Estatuto Tributario por no aparecer explicación ni razón alguna por la cual la Administración estima que la deuda no se originó en operaciones productoras de renta.

Señaló que, el Tribunal, sin motivación alguna, desconoció que los actos administrativos demandados violaron los artículos 703 y 730 del E. T. y, pasó por alto que la Administración concluyó que las deudas objeto de la deducción no se originaron en operaciones productoras de renta.

4. No haberse ocupado de la totalidad de los cargos formulados en la demanda.
Finalmente, dijo que el Tribunal no analizó los cargos segundo y tercero, propuestos en la demanda, relativos a la diferencia en cambio originada en las deudas deducidas como indicador de lo onerosidad de dichas obligaciones y a que los actos acusados no tuvieron en cuenta las pruebas allegadas oportunamente.

E) ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

La demandante reiteró lo expuesto en la demanda y en el recurso de apelación. Lo propio hizo la DIAN respecto de los argumentos expuestos en la contestación de la demanda.

El Ministerio Público solicitó confirmar la sentencia, en concreto señaló:

Que el hecho que dio lugar a la investigación tributaria fue el desconocimiento de una deducción, el que fue analizado por la Administración a lo largo del proceso de determinación del impuesto, y así fue entendido por la parte actora. Que no se violó la congruencia que debe existir entre los actos administrativos, ni se presentó una indebida motivación, pues los fundamentos de hecho y de derecho corresponden con la decisión adoptada.

Señaló que, las obligaciones objeto de la deducción no se contrajeron a título oneroso, ya que no se pactaron intereses, porque el deudor sólo se comprometió a devolver la misma cantidad prestada en dólares. 

Que, de igual manera, no se especificaron las gestiones que realizó para obtener el cobro efectivo de las obligaciones, no se demostró la insolvencia de los deudores, ni las razones mercantiles para establecer que no se podía obtener el pago de las obligaciones. 

Explicó que existieron razones para confirmar la glosa planteada por la Administración, porque la parte actora no cumplió los requisitos para considerar la deuda manifiestamente perdida o sin valor, y porque no se originó en operaciones productoras de renta, al considerar que el mutuo sin intereses no es una actividad u operación productora de renta.

Sostuvo que al requerimiento especial no le eran aplicables las causales del nulidad del artículo 730 del E.T., pues éstas son específicas para los actos que liquidan impuestos y a las resoluciones de recursos. 

Finalmente, señaló que, el hecho de no resolver la totalidad de los cargos formulados en la demanda no constituye una causal de nulidad de la decisión, y que sólo es procedente invocar este defecto en la solicitud de adición de la sentencia, según el artículo 311 del C.P.C. Que, pese lo anterior, en la sentencia apelada se estudiaron los temas fundamentales y se resolvió de acuerdo a los cargos propuestos.

3. CONSIDERACIONES DE LA SALA

Asunto Preliminar.

Mediante oficio del 24 de agosto de 2010
, la Dra. Carmen Teresa Ortiz de Rodríguez, con fundamento en el numeral 5º del artículo 150 del C.P.C.,  manifestó impedimento para conocer del presente proceso, en razón a que la Dra. Ana Rosa Suárez Valbuena, que funge como su magistrada auxiliar, fue apoderada de la DIAN en la presente controversia. La Sala acepta el impedimento, con fundamento en el precedente que ahora se reitera.

Del asunto de fondo.

En los términos del recurso de apelación interpuesto por la parte actora, la Sala decidirá si son nulos: i) la Liquidación Oficial de Revisión N° 310642004000225 del 10 de diciembre de 2004, mediante la cual la División de Fiscalización Tributaria Administración Especial de los Grandes Contribuyentes de Bogotá modificó la declaración del impuesto sobre la renta y complementarios del año gravable 2001, presentada por CARACOL PRIMERA CADENA RADIAL COLOMBIANA S.A., y ii) la Resolución Recurso de Reconsideración N° 310662005000090 del 28 de noviembre de 2005, proferida por la División Jurídico Tributaria Administración Especial de los Grandes Contribuyentes de Bogotá, que confirmó la liquidación oficial de revisión.

Concretamente, la Sala decidirá si los actos administrativos son nulos por falsa motivación; y si la deducción por deudas manifiestamente perdidas rechazada era procedente y, si se configuró la causal de nulidad por violación del numeral 4º del artículo 730 del E.T.

Para decidir, se tiene como relevantes y ciertos los siguientes hechos:

1. El 9 de abril de 2002, CARACOL PRIMERA CADENA RADIAL COLOMBIANA S.A. presentó, vía electrónica, la declaración del impuesto sobre renta y complementarios correspondiente al año gravable 2001 en la que registró deducciones por valor de $99.188.284.000, y una pérdida líquida de $25.972.015.000
.

2. El 9 de marzo de 2004, la División de Fiscalización Tributaria de la Administración Especial de Impuestos de los Grandes Contribuyentes de Bogotá expidió el Requerimiento Especial No. 310632004000032
, mediante el que propuso modificar el denuncio privado antes referido, para desconocer la deducción de deudas incobrables por valor de $7.458.815.000.  

3. El 9 de junio de 2004, la parte actora respondió el requerimiento especial y se opuso a la liquidación propuesta
.

4. El 31 de agosto de 2004, la División de Liquidación de la Administración Especial de Impuestos de los Grandes Contribuyentes de Bogotá, mediante la Ampliación al Requerimiento Especial No. 310642004000008
, adicionó los fundamentos de hecho y de derecho del requerimiento inicial.

5. El 30 de noviembre de 2004, la demandante respondió la ampliación al requerimiento especial
.

6. El 10 de diciembre de 2004, la División de Fiscalización Tributaria de la Administración Especial de Impuestos de los Grandes Contribuyentes de Bogotá, mediante la Liquidación Oficial de Revisión N° 310642004000225
, modificó la declaración del impuesto sobre la renta y complementarios correspondiente al año gravable 2001, para desconocer la deducción por deudas incobrables por valor de $7.458.815.000, así: 

	Concepto 
	Reglón 
	Declaración privada 
	Liquidación oficial 

	Otras deducciones 
	CX
	 $       40.763.038.000
	$      33.304.223.000

	Total deducciones 
	DT
	 $       99.188.284.000 
	 $      91.729.469.000 

	Perdida líquida
	RB
	 $       25.927.015.000 
	 $      18.513.200.000 


7. El 11 de febrero de 2005, la parte actora interpuso recurso de reconsideración contra la Liquidación Oficial de Revisión N° 310642004000225 del 10 de diciembre de 2004
.

8. El 28 de noviembre de 2005, la División Jurídica Tributaria de la Administración Especial de Impuestos de los Grandes Contribuyentes de Bogotá, mediante la Resolución N° 310662005000090
, confirmó el acto administrativo impugnado.
Precisado lo anterior, la Sala pasa a resolver los cargos de la apelación que propuso la parte actora.

1. De si los actos administrativos están falsamente motivados y si el Tribunal no resolvió la totalidad de los cargos propuestos en la demanda. 

A juicio de la parte actora, los actos administrativos demandados deben ser anulados por estar falsamente motivados. Explicó que la Administración, al motivar los actos acusados, aceptó deudas por valor de US$1.545.000,32, centró la discusión a lo largo del proceso de determinación del impuesto en US$1.710.455,93 y, finalmente, rechazó la totalidad de la deducción por US$3.255.446,93, equivalentes a $7.458.815.00o, tasados a la TRM del 31 de diciembre de 2001.

De otra parte, señaló que la sentencia apelada debía ser anulada por no abordar todos los cargos propuestos en la demanda. Concretamente, se refirió a aquellos con los que pretendió justificar que con la diferencia en cambio se acreditó la onerosidad de las deudas que exige el artículo 147 del E.T., y a que la Administración desconoció las pruebas aportadas en la vía gubernativa.

Respecto de la falsa motivación, el precedente judicial de esta Sección ha establecido que es una causal de nulidad autónoma y diferente, relacionada directamente con el principio de legalidad de los actos y con el control de los hechos determinantes de la decisión administrativa
.

Según el criterio de la Sala, para que prospere la pretensión de nulidad de un acto administrativo con fundamento en la causal denominada falsa motivación, es necesario que se demuestre una de dos circunstancias, a saber:

“a) o bien que los hechos que la Administración tuvo en cuenta como motivos determinantes de la decisión no estuvieron debidamente probados dentro de la actuación administrativa; o b) Que la Administración omitió tener en cuenta hechos que sí estaban demostrados y que si hubiesen sido considerados habrían conducido a una decisión sustancialmente diferente.

Ahora bien, los hechos que fundamentan la decisión administrativa deben ser reales y la realidad, por supuesto, siempre será una sola. Por ende, cuando los hechos que tuvo en cuenta la Administración para adoptar la decisión no existieron o fueron apreciados en una dimensión equivocada, se incurre en falsa motivación porque la realidad no concuerda con el escenario fáctico que la Administración supuso que existía al tomar la decisión.

Todo lo anterior implica que quien acude a la jurisdicción para alegar la falsa motivación, debe, como mínimo, señalar cuál es el hecho o hechos que el funcionario tuvo en cuenta para tomar la decisión y que en realidad no existieron, o, en qué consiste la errada interpretación de esos hechos.”

Según dan cuenta las pruebas obrantes en el expediente, en el momento en que la Administración expidió el Requerimiento Especial No. 310632004000032 del 3 de marzo de 2004, puso en entredicho la deducción que la parte actora registró en la declaración del impuesto sobre la renta del año gravable 2001, por concepto de deudas manifiestamente perdidas o sin valor en cuantía de $7.458.815.000, correspondientes a US$3.255.446,93, originadas en préstamos que otorgó a la sociedad CARACOL Broadcasting INC.

Consta de igual manera que, con ocasión de la ampliación al requerimiento especial No. 310642004000008 del 21 de agosto de 2004, la DIAN, analizó la realidad de la deuda como condición prevista para la deducibilidad establecida en el artículo 146 del E.T., y concluyó que los estados financieros de Caracol Broadcasting ING. que aportó como prueba al proceso, registraban obligaciones a favor de CARACOL por valor de US$2.406.374.444
, es decir, US$849.07,49 menos que el importe de la deducción discutida, que, como dijo, ascendió a US$3.255.446,93.

En la misma ampliación al requerimiento especial, la DIAN incluyó como anexo una relación de registros de endeudamiento externo ante el Banco de la República para probar la existencia de deudas a favor de la demandante por valor de US$1.545.00,32, es decir US$1.710.455,93 menos que el valor total de la deducción.

Luego, con la respuesta a la ampliación al requerimiento especial, la parte actora justificó acreencias por US$1.710.455,93, esto es, la diferencia entre el importe de la deducción, (US$3.255.446,93), y aquellas obligaciones respecto de las cuales, según sostuvo la demandante, la administración manifestó su conformidad (US$1.545.00,32).

En la liquidación oficial de revisión acusada, la Administración analizó las pruebas que aportó la parte actora con la respuesta a la ampliación al requerimiento especial, que supuestamente acreditaron deudas por valor de US$1.710.455,93, y concluyó que no existía certeza sobre el monto de la deuda tomada como deducible.

Luego, en el recurso de reconsideración, la demandante dijo que la DIAN incurrió en falsa motivación, pues estimó que la suma discutida era de US$1.710.455,93, probó la existencia de deudas por valor de US$1.545.00,32, pero rechazó la totalidad de la deducción de $7.458.815.000, equivalentes a US$3.255.446,93.

Finalmente, la Administración, en la resolución que resolvió el recurso de reconsideración Resolución N° 310662005000090, señaló que la referencia a los US$1.545.000,32, que tuvo lugar, tanto en la ampliación al requerimiento oficial como en la liquidación oficial de revisión, no tuvo otro objetivo que evidenciar una diferencia entre el monto de las deudas que la parte actora dijo probar y el valor total de la deducción, pero que esto no evidenciaba inconsistencias en la motivación de los actos administrativos acusados, como lo sostuvo la parte actora.

De acuerdo con lo anterior, para la Sala es claro que el hecho discutido a lo largo de la vía gubernativa fue el rechazo de la deducción de deudas manifiestamente perdidas o sin valor en cuantía de $7.458.815.000, equivalentes a US$3.255.446,93, y que la Administración en ningún momento aceptó parcialmente la deducción.

Por el contrario, la referencia a los US$1.545.000,32, tanto en la ampliación al requerimiento especial como en la liquidación oficial de revisión, no tuvo otro propósito que señalar que, respecto de esa suma se había cumplido una de las condiciones establecidas en el artículo 146 del E.T. para que procediera la deducción, concretamente, acreditar la existencia de la deuda. 

Ahora bien, lo anterior no implica que por el sólo cumplimiento de este requisito la DIAN haya reconocido la deducción en esa cuantía, y menos que no sea congruente la glosa discutida a lo largo de la vía gubernativa con las razones de hecho que sustentaron los actos administrativos demandados. Así, para la Sala, no se configura la falsa motivación que alegó la parte actora.

En lo concerniente a que el Tribunal no abordó la totalidad de los cargos propuestos en la demanda, la Sala considera que este motivo de inconformidad no está llamado a prosperar porque, como se observa en la sentencia apelada
¸ el Tribunal concluyó que la diferencia en cambio constituye el reconocimiento de un hecho económico y no deviene del convenio de las partes, de tal manera que desestimó los argumentos propuestos en la demanda en este sentido.

De otra parte, observa que, contrario a lo que afirmó la parte actora, a lo largo del fallo apelado y de los actos administrativos impugnados se advierte que tanto el Tribunal como la Administración analizaron las pruebas aportadas en su oportunidad, salvo algunas que no fueron tenidas en cuenta por no ser conducentes o no cumplir con la totalidad de las exigencias legales para ser tenidas como prueba, como ocurrió con algunos certificados de contador público allegados al proceso.

2. De la deducción por deudas manifiestamente perdidas o sin valor. 

Según la parte actora, la deducción por deudas manifiestamente perdidas o sin valor de $7.458.815.000, era procedente, pues se acreditaron los requisitos establecidos para tal fin en los artículos 146 del E.T. y 79 y 80 del Decreto 179 de 1975.

Por el contrario, la DIAN estimó que la deducción no cumplió la totalidad de los requisitos previstos en las mismas normas invocadas como violadas por la parte actora.

El Tribunal estimó que la parte actora no probó: i) Que las obligaciones se contrajeron a título oneroso; ii) que fueron tenidas en cuenta para computar la renta de los años anteriores; iii) que las deudas existieron al momento de su descargo y, iv) las razones para considerarlas como manifiestamente perdidas o sin valor, pues no demostró que el castigo de las acreencias obedeció a una sana práctica comercial ni, se especificaron las gestiones adelantadas para obtener su pago.

La Sala procede a analizar si, procede la deducción por deudas manifiestamente perdidas o sin valor registrada en la declaración del impuesto sobre la renta del año 2005 según lo establecido en los artículos 146 del E.T., 79 y 80 del Decreto 179 de 1975.

De conformidad con el artículo 146 del E.T, son deducibles, para los contribuyentes que lleven contabilidad por el sistema de causación, las deudas manifiestamente perdidas o sin valor que se hayan descargado durante el período, siempre que se demuestre la realidad de la deuda, se justifique su descargo y se pruebe que se ha originado en operaciones productoras de renta.

Por su parte, los artículos 79 y 80 del Decreto 197 de 1975 señalan que:

“Artículo 79. Se entiende por deudas manifiestamente perdidas o sin valor aquellas cuyo cobro no es posible hacer efectivo por insolvencia de los deudores y de los fiadores, por falta de garantías reales o de cualquier otra causa que permita considerarlas como actualmente perdidas, de acuerdo con una sana práctica comercial. 

Artículo 80. Para que proceda esta deducción es necesario:

1. Que la respectiva obligación se haya contraído con justa causa y a título 
oneroso.

2. Que se haya tomado en cuenta al computar la renta declarada en años anteriores o que se trate de créditos que hayan producido rentas declaradas en tales años.

3. Que se haya descargado en el año o período gravable de que se trata, mediante abono a la cuenta incobrable y cargo directo a pérdidas u ganancia.

4. Que la obligación exista en el momento de descargo.

5. Que existan razones para considerar la deuda manifiestamente perdida o sin valor.”

De acuerdo con la normativa citada, la Sala ha considerado que la deducción de las deudas que fiscalmente se consideran como perdidas o incobrables está sujeta a la verificación de las siguientes condiciones
: 

Según el artículo 146 del E.T.: 

1. Que el contribuyente lleve contabilidad por el sistema de causación. Cuando no esté obligado a llevar contabilidad, debe conservar soportes documentales de la deuda.

2. Que la obligación se haya descargado durante el año o periodo gravable, es decir que contablemente se hayan afectado las cuentas correspondientes del activo y del estado de resultados que reflejen el castigo de la cartera. 

3. Que se demuestre la realidad de la deuda, esto es, la comprobación de los elementos estructurales de la obligación: deudor, acreedor, cuantía y el vínculo casual generador de la deuda. 

4. Que se justifique su descargo.

5. Que se demuestre que la deuda se originó en una actividad productora de renta. 

Y, de acuerdo con los artículos 79 y 80 del Decreto 187 de 1975, que complementan el alcance del artículo 146:

1. Que la deuda haya sido contraída con justa causa, a título oneroso y que exista al momento de su descargo.

2. Que se haya tenido en cuenta al computar la renta declarada en años anteriores o que se trate de créditos que hayan producido renta en esos años.

3. Y, finalmente, que existan razones para considerar la deuda como manifiestamente perdida o sin valor, orientadas por un criterio comercial.

Cuando la norma se refiere a deudas manifiestamente perdidas o sin valor, el artículo 79 del Decreto 187 de 1975 las define como aquellas cuyo cobro no es posible hacer efectivo por insolvencia de los deudores o fiadores, por falta de garantías reales o por cualquier otra causa que permita considerarlas como actualmente perdidas, de acuerdo con una sana práctica comercial.
Como lo ha señalad la Sala, el referido artículo 79 no es taxativo respecto de las gestiones que se deben realizar para acreditar la existencia de deudas manifiestamente perdidas, sino que, como la norma se remite a pautas determinadas por la “sana práctica comercial” y dado el amplio margen de apreciación que otorga la norma, puede acudirse, por ejemplo, a los informes de los abogados en los que se aconseje la baja de la obligación por no ser viable su cobro, a la demostración de la insolvencia de los deudores o acreditar la especificidad de las gestiones realizadas para lograr el cobro de las obligaciones, ente otros
.. 
Es decir que, para poder solicitar la deducción de la cartera perdida o sin valor, por ser imposible su recuperación, debe demostrarse no sólo la existencia de la cartera y los requisitos generales antes listados, sino, además, la realización de diligencias orientadas a su recuperación y la existencia de razones para considerarla como perdida.

Como se observa, no son pocas las exigencias que prevé el ordenamiento fiscal para que una deuda incobrable pueda ser objeto de deducción. En todo caso, para que sean deducibles, el contribuyente está obligado a acreditar, en su totalidad, la concurrencia de esas condiciones
.

En ese orden de ideas, la Sala procede a verificar, de acuerdo con las pruebas que reposan en el expediente, los requisitos que según el Tribunal, la parte actora no acreditó. 

a. Que la obligación haya sido contraída con justa causa, a título oneroso y que exista al momento de su descargo.

La Administración encontró incumplida la exigencia de la onerosidad de las obligaciones a que hace referencia el artículo 80 del Decreto 187 de 1975, para el reconocimiento de la deducción objeto de la controversia. Para el efecto, señaló que, en la mayoría de las deudas contraídas por CARACOL Broadcasting INC., no se pactaron intereses. 

Por el contrario, la parte actora estimó que sí se acreditó esta condición, pues de los contratos de mutuo que celebró con CARACOL Broadcasting INC. surgieron obligaciones recíprocas para las partes: para la demandante, la de entregar el dinero, y para la deudora, la de restituir las sumas dadas en mutuo, incluida la diferencia en cambio. Es decir que, la diferencia en cambio es el elemento oneroso que permitió tener por cumplida la condición de la onerosidad.

Según lo establecido en el artículo 1163
 del Código de Comercio, el mutuo en materia mercantil es oneroso por naturaleza, salvo pacto en contrario, es decir que, en caso de que no se pacten intereses o rendimientos financieros, el deudor deberá pagar réditos a la tasa legal, si así lo exige el acreedor. Lo anterior implica que en materia comercial es posible pactar préstamos sin interés, sin embargo, como se explica a continuación, para efectos tributarios la deducibilidad de las deudas perdidas está condicionada a que sean onerosas.

El artículo 1497
 del Código Civil dispone que un contrato es oneroso cuando tiene por objeto la utilidad de ambos contratantes, cada uno a costa del otro. Por el contrario, si la utilidad surge para una sola de las partes, el contrato será gratuito.

Nótese que el artículo 1797, ibídem, se refiere a utilidades y no a obligaciones, lo que permite distinguir los contratos onerosos de otras categorías como los bilaterales o conmutativos a los que aluden los artículos 1496
 y 1498
 del Código Civil, en los que el elemento que permite identificarlos son las obligaciones que surgen para las partes.

Ahora bien, cuando la norma alude al término utilidades, se refiere a un provecho económico, no necesariamente restringido a la generación de un ingreso de tipo financiero como los intereses, esto en armonía con el significado de la alocución utilidad
.

En los actos administrativos acusados, la DIAN señaló que, una vez verificados los formularios de registro de endeudamiento externo ante el Banco de la Republica y los pagares que aportó la parte actora como prueba, pudo determinar que en la mayoría de los créditos no se pactaron intereses. 

En efecto, la Sala comprueba que en dichos formularios
 no se dijo nada sobre el pago de intereses, pese a que  en estos documentos existe un espacio reservado para tal fin.

De igual modo, se advierte que en la mayoría de los pagarés allegados al expediente consta que los contratos que celebró la demandante y CARACOL Boroadcasting INC. son contratos de mutuo con interés. No obstante, no señalan la tasa de interés, pues en todos se dejó en blanco el espacio reservado para ese efecto
. Sólo en los títulos que obran en los folios 1141, 1134, 1124, 1112, 1090, 1084, 1075, 1057 y 1035 del cuaderno de antecedentes administrativos número 5, se advierte, expresamente, que se trata de contratos de mutuo sin interés. 

Lo anterior pone en evidencia que, pese a la onerosidad que reviste el mutuo en materia mercantil, la parte actora no probó que haya percibido alguna utilidad originada en los contratos celebrados con CARACOL Broadcasting INC, en el entendido de que no obtuvo provecho económico alguno. En consecuencia, está demostrado que las obligaciones objeto de la controversia no se originaron a título oneroso como lo exige el artículo 80 del Decreto 187 de 1975.

Ahora bien, no le asiste razón a la parte actora cuando señala que la utilidad que recibió por la diferencia en cambio se originó en las acreencias en cuestión, por haber sido pactadas en moneda extranjera. 

Lo anterior, en razón a que la diferencia en cambio, de conformidad con lo establecido en el artículo 102
 del Decreto 2649 de 1993, es un ajuste que se efectúa sobre los activos y pasivos representados en moneda extranjera, y que se reconoce bien sea como un ingreso o un gasto financiero, según corresponda. 

Es decir, se trata de un instrumento mediante el cual se refleja el comportamiento de la variación de un divisa en la que se encuentren representados los activos o pasivos, lo que implica que, en determinado momento, pueda constituir un ingreso, gravado en renta o un gasto susceptible de ser llevado como deducible, mas no implica per se que sean representativos de una utilidad derivada directamente de los contratos que hayan originado las obligaciones objeto del ajuste, como lo sostiene la parte actora.

A diferencia de lo que ocurre con los intereses, que son el precio que se pacta por el préstamo de manera anticipada y que, por eso mismo, da cuenta de la onerosidad del contrato de mutuo; la tasa de cambio no se puede fijar por mutuo consenso de las partes, puesto que el tipo de cambio, en realidad, está determinado por la libre acción de las fuerzas del mercado: oferta y demanda.
 
De manera que, cuando se pacta el préstamo de divisas, que al momento del contrato equivalen a cierta tasa de cambio, y se consagra la obligación de devolución, a la tasa de cambio vigente a ese momento, simplemente se está recuperando el capital prestado, capital al que se le deben hacer los ajustes correspondientes por la variación de la tasa de cambio, variación que se deriva, precisamente, de la fluctuación de la moneda, que, se insiste, está determinado por la libre acción de las fuerzas del mercado: oferta y demanda.

b. Que se haya tomado en cuenta al computar la renta declarada en años anteriores o que se trate de créditos que hayan producido renta en esos años.

La parte actora sostuvo que este requisito puede acreditarse de dos maneras: i) mediante la demostración de que las deudas fueron tenidas en cuenta para computar la renta de años anteriores o ii) mediante prueba que permita establecer que las mismas produjeron rentas en esos años. 

Señaló que, en su caso, estaba probado que las deudas cuestionadas originaron ingresos por diferencia en cambio, es decir que originaron rentas gravables que fueron llevadas a las declaraciones del impuesto sobre la renta de los periodos anteriores al año en discusión.

El Tribunal desestimó las pruebas aportadas por la demandante porque consideró que no demostraron que las deudas hubieran sido tenidas en cuenta para computar la renta de años anteriores ya que estaban referidas exclusivamente a la diferencia en cambio. Así mismo, concluyó que la diferencia en cambio no “tenía la virtud de computar renta, por originarse en un hecho ajeno a la misma actividad.”
La Sala considera que este requisito puede acreditarse mediante la comprobación de uno de los dos supuestos previstos en el artículo 80 del Decreto 187 de 1975: o bien que las deudas se hayan tenido en cuenta para determinar la renta de años anteriores, o que se justifique que originaron renta en esos mismos años.

En el folio 825 del C.A.A. obra un certificado suscrito por el contador público de la empresa, aportado con ocasión de la respuesta al requerimiento especial, en el que se señala “Que las deudas mencionadas, por haber sido generadas en moneda extrajera originaron renta por diferencia en cambio, en cuantía de $3.916.759.254,21.”

De igual modo, en el folio 1258 del C.A.A. No. 6 obra un certificado expedido por el contador público de la empresa, allegado con la respuesta a la ampliación al requerimiento especial, que da razón de los saldos de cuenta 421020, en la que se registra el saldo del ingreso por diferencia en cambio, llevado a las declaraciones del renta de los años 1994 a 2001, y relaciona el número de folios del libro mayor de la empresa en que se registraron.

Finalmente, con el recurso de reconsideración, la parte actora aportó copias de los comprobantes de contabilidad de los registros contables de la diferencia en cambio efectuados durante los períodos referidos.

La Sala ha señalado que para que los certificados emitidos por contadores públicos o por revisores fiscales sean válidos como prueba contable, deben llevar al convencimiento del hecho que se pretende probar, sujetándose a las normas que regulan el valor probatorio de la contabilidad
. Que, además de expresar que la contabilidad se lleva de acuerdo con las prescripciones legales o que los libros se encuentran registrados en la Cámara de Comercio, deben informar si las operaciones están respaldadas por comprobantes internos y externos y si reflejan la situación financiera del ente económico
.

También ha precisado
 que tales certificados deben contener algún grado de detalle en cuanto a los libros, cuentas o asientos correspondientes a los hechos que pretenden demostrarse, y que no pueden versar sobre las simples afirmaciones acerca de las operaciones contables de que dichos funcionarios dan cuenta. Que, además, del artículo 777 del E.T. no se deduce la aceptación incondicional del certificado del revisor fiscal como verdad real de una operación del contribuyente que deba constar en su contabilidad.

De acuerdo con lo anterior, los certificados de contador público que allegó la parte actora no tienen por sí mismos la vocación de probar que las deudas declaradas como deducibles generaron ingresos por diferencia en cambio. 

En el primero de los certificados, se hace una simple manifestación de un supuesto ingreso generado, sin mencionar los asientos contables que lo respalda, Así mismo, no aludió a los comprobantes de contabilidad, internos o externos, que dieran cuanta de lo certificado.

En el otro certificado, se limitó a informar la totalidad de los saldos de la cuenta 141020, pero no especificó qué parte de ese ingreso corresponde a la diferencia en cambio originada en las deudas objeto de la controversia.

Ahora, si bien es cierto que de los comprobantes de contabilidad se desprende que algunos de los créditos concedidos a CARACOL Broadcasting INC. originaron ingresos por diferencia en cambio, no se precisa a cuáles de las deudas corresponden dichos registros. En este sentido, para la Sala no está acreditado que las deudas hubieran sido tenidas en cuanta para computar la renta declarada en años anteriores o que hubieran generado rentas en esos mismos períodos.

c. Que existan razones para considerar la deuda como manifiestamente perdida o sin valor.

La parte actora señaló en el curso de la vía gubernativa que por la ausencia de garantías reales, la situación de insolvencia de la deudora y por la onerosidad de adelantar procesos de cobro en el extranjero, existían razones suficientes para considerar las deudas como manifiestamente perdidas o sin valor. Para probar su dicho aportó una comunicación suscrita por el representante legal de CARACOL Broadcasting INC. en la que se informa que “conforme el análisis conjunto de los estados financieros de nuestra Empresa, nos permitimos informarles que no es posible atender con (sic) las deudas contraídas con ustedes.”
.

La Administración señaló que la demandante no demostró que hizo todas las diligencias posibles para conseguir el pago. El Tribunal concluyó que la demandante no acreditó la pérdida de la deuda ni justificó, con fundamento en justificaciones comerciales, las razones de su descargo.

Como se advirtió previamente, para que una deuda pueda ser considerada como manifiestamente perdida o sin valor, debe probarse la realización de diligencias orientadas a su recuperación, la insolvencia del deudor, entre otras razones por la ausencia de garantías reales, o la existencia de razones comerciales que permitan considerarla como perdida.

Para la Sala, la parte actora no demostró que las deudas en cuestión revistieran la calidad de manifiestamente perdidas o sin valor, en primer lugar porque no se probó que se hubiera adelantado algún tipo de gestión, judicial o extrajudicial, para obtener el cobro de estas obligaciones, ni acreditó el hecho de que adelantar este tipo de diligencias resultara oneroso para la compañía como lo alegó a lo largo de la vía gubernativa.

Tampoco probó que la deudora estuviera en situación de insolvencia, pues una manifestación unilateral de su parte no podía tenerse como suficiente para dar crédito a su situación de iliquidez, ni evidenció la ausencia de garantías reales que respaldara el cobro de la deuda.

Por todo lo dicho, para la Sala es claro que la parte actora no cumplió la totalidad de los requisitos establecidos en los artículos 146 del E.T., y 79 y 80 del Decreto 179 de 1975, para que procediera la deducibilidad de las deudas en cuestión , por lo tanto, no prospera el cargo.

d. Considerar que no prosperaba el cargo de violación del artículo 703 del E.T. por la ausencia de explicaciones por la cual la Administración estima que la deuda no se originó en operaciones productoras de renta.

La parte actora sostuvo que los actos administrativos demandados debían ser anulados por incurrir en la causal de nulidad prevista en el numeral 4º del artículo 730 del E.T., según el cual, los actos de liquidación de impuestos son nulos cuando se omitan las explicaciones de las modificaciones efectuadas a las declaraciones privadas. 

Lo anterior, en razón a que en el requerimiento especial No. 3106320040000032 del 3 de marzo de 2004 se informó que las deudas controvertidas no se originaron en actividades productoras de renta, sin aducir las razones que la llevaron a esa conclusión.

La Sala encuentra que, en efecto en el requerimiento especial, la DIAN señaló que no había lugar al reconocimiento de la deducción, entre otras razones, porque las deudas no se originaron en la actividad productora de la empresa, tal como lo establece el artículo 146 del E.T. sin embargo, no dio mayores explicaciones sobre el particular.

No obstante, la DIAN demostró que, en la aplicación al requerimiento especial cuestionó el cumplimiento de este requisito, de tal manera que, las falencias que en la motivación del requerimiento especial referidas a este requisito hubieran existido, se subsanaron con la ampliación al requerimiento especial.

De conformidad con lo establecido en el artículo 708 del E.T.

“El funcionario que conozca de la respuesta al requerimiento especial podrá, dentro de los tres (3) meses siguientes a la fecha del vencimiento del plazo para responderlo, ordenar su ampliación, por una sola vez, y decretar las pruebas que estime necesarias. La ampliación podrá incluir hechos y conceptos no contemplados en el requerimiento inicial, así como proponer una nueva determinación oficial de los impuestos, anticipos, retenciones y sanciones. El plazo para la respuesta a la ampliación, no podrá ser inferior a tres (3) meses ni superior a seis (6) meses.”

En relación con el alcance de esta disposición y sobre los factores que puede contener la ampliación al requerimiento especial, la Sala ha señalado que la Administración, además de complementar y corregir el requerimiento inicial, puede proponer nuevos puntos, hechos y conceptos, de los que pueda surgir una nueva liquidación del impuesto o las sanciones
. 

En este orden de ideas, es claro que la Administración podía modificar el requerimiento especial, en lo concerniente a las razones de hecho o de derecho para modificar la liquidación oficial, como en efecto ocurrió en el presente caso. De tal manera que no se configuró la causal de nulidad propuesta por la la parte actora. No prospera el cargo. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

F A L L A

PRIMERO: PRIMERO: DECLÁRASE fundado el impedimento manifestado por la Dra. Carmen Teresa Ortiz de Rodríguez. En consecuencia, queda separada del conocimiento de este proceso.

SEGUNDO: CONFIRMASE la sentencia del 12 de septiembre de 2007, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Cuarta – Subsección A.

TERCERO: RECONÓCESE personería al abogado Sebastián Pinilla Malagón  como apoderado de la DIAN.

Cópiese, notifíquese, comuníquese y devuélvase el expediente al Tribunal  de origen. Cúmplase.

Esta providencia se estudió y aprobó en la sesión de la fecha.

HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS

Presidente

MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA
WILLIAM GIRALDO GIRALDO
HOJA DE FIRMAS SENTENCIA EXPEDIENTE: 250002324000200600789 (16964). DEMANDANTE: CARACOL PRIMERA CADENA RADIAL COLOMBIANA S.A. DEMANDADO: DIAN. ACCIÓN DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO. 

� En adelante CARACOL.


� Folio 213 del C.P.


� Auto del 16 de septiembre de 2011. Expediente 2006-01275 (18429. Demandante: Gaseosas Colombiana S.A. Demandado: U.A.E. DIAN.


� Folio 798 del anexo de pruebas.


� Folios 818 al 822 del anexo de pruebas. 


� Folios 823 al 835 del anexo de pruebas.


� Folios 555 al 568 del anexo de pruebas. 


� Folios 569 al 585 del anexo de pruebas.


� Folios 30 al 57 del anexo de pruebas.


� Folios 58 al 94 del anexo de pruebas.


� Folios 1 al 29 del anexo de pruebas.


� CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN CUARTA. C.P. HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS. Bogotá D.C., 23 de junio de dos 2011. Número de radicación: 11001032700020060003200. Número interno 16090. Actor: DIANA CABALLERO AGUDELO Y GLORIA I. ARANGO GOMEZ. Demandado: DIAN.


� Ibídem. 


� Folios 668 y 669 del C.A.A. 3.


� Folio 131 del C.P.


� CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN  CUARTA. C.P. HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS. Bogotá, D.C., 13 de diciembre de 2011. Número de radicación: 25000232700020030045501 Número interno: 16692. Demandante: MAKRO DE COLOMBIA S.A Demandado: DIAN.


� CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN CUARTA. C.P. HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS. Bogotá, D.C., 12 de mayo de 2010. Número de radicación: 25000232700020040224401. Número interno: 16448. Actor: EDITORIAL EL GLOBO S.A. Demandado: DIAN.


� Op. Cit. Sentencia del 13 de diciembre de 2011.


� ARTÍCULO 1163. PRESUNCIÓN Y PAGO DE INTERESES. Salvo pacto expreso en contrario, el mutuario deberá pagar al mutuante los intereses legales comerciales de las sumas de dinero o del valor de las cosas recibidas en mutuo. 


Salvo reserva expresa, el documento de recibo de los intereses correspondientes a un período de pago hará presumir que se han pagado los anteriores. 


� ARTICULO 1497. CONTRATO GRATUITO Y ONEROSO. El contrato es gratuito o de beneficencia cuando sólo tiene por objeto la utilidad de una de las partes, sufriendo la otra el gravamen; y oneroso, cuando tiene por objeto la utilidad de ambos contratantes, gravándose cada uno a beneficio del otro. 


� ARTICULO 1496. CONTRATO UNILATERAL Y BILATERAL. El contrato es unilateral cuando una de las partes se obliga para con otra que no contrae obligación alguna; y bilateral, cuando las partes contratantes se obligan recíprocamente. 


� ARTICULO 1498. CONTRATO CONMUTATIVO Y ALEATORIO. El contrato oneroso es conmutativo, cuando cada una de las partes se obliga a dar o hacer una cosa que se mira como equivalente a lo que la otra parte debe dar o hacer a su vez; y si el equivalente consiste en una contingencia incierta de ganancia o pérdida, se llama aleatorio. 


� “w1. f. Cualidad de � HYPERLINK "http://lema.rae.es/drae/srv/search?id=gBto6pwDtDXX2ZHndZb8" �útil.� 2. f. Provecho, conveniencia, interés o fruto que se saca de algo”. ww.rae.es.


� Folios 733 al 763 del C.A.A. 3.


� Folios 626, 641 643, 649, 656, 655, 660, 664, 671, y 676 del C.A.A.3. 1114, 1137, 1134 y 1118 del C.A.A. 5.


� ARTICULO 102. DIFERENCIA EN CAMBIO. La diferencia en cambio correspondiente al ajuste de los activos y pasivos representados en moneda extranjera, se debe reconocer como un ingreso o un gasto financiero, según corresponda, salvo cuando deba contabilizarse en el activo. 


PARÁGRAFO. Se exceptúa de lo establecido en este artículo, lo previsto en el parágrafo del artículo 69 del presente decreto.


� En Colombia, la política monetaria obedece al régimen que se conoce como de “Flexibilidad cambiaria”, que implica que el tipo de cambio es libre, determinado por la libre acción de las fuerzas del mercado: oferta y demanda. 


� Op. Cit. Sentencia del 13 de diciembre de 2011.


� Sentencias de 14 de junio de 2002, Exp. 12840. C.P. Ligia López Díaz y de 11 de septiembre de 2006, Exp. 14754, C.P. Juan Ángel Palacio Hincapié.


� Ídem 14.


� Ídem.


� Folio 690 del C.A.A. 3. 


� CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN CUARTA. C.P. MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA. Bogotá D.C., 24 de mayo de 2012.  Número de radicación: 25000232700020060071601. Número interno: 18766.  Actor: ALIMENTOS FINCA S.A. Demandado: DIAN. Se reitera la sentencia del 7 de septiembre de 2001, Exp. 12179, C.P. María Inés Ortiz Barbosa. 





